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▪ Garantizar la implementación plena y efectiva de 3 
derechos: 

▪ Acceso a la información

▪ Participación pública

▪ Acceso a la justicia

▪ En materia ambiental

Qué significa esto?





▪ La palabra “Amazonía” no figura en el Acuerdo de Escazú

▪ El término “patrimonio común de la humanidad” no figura 
en el Acuerdo de Escazú

▪ El término “Corte Interamericana de Derechos Humanos” no 
figura en el Acuerdo de Escazú

Recordemos:



▪ Sólo califica como “público” aquellas personas jurídicas 
“que están sujetas a la jurisdicción nacional”

▪ El Acuerdo de Escazú no cambia las reglas para la 
constitución de ONGs en el Perú. 



▪ El Acuerdo no crea nuevos procedimientos judiciales para 
que las personas jurídicas o naturales demanden al Estado. 

▪ Los peruanos ya pueden denunciar al Estado ante el Sistema 
Interamericano por temas relacionados con acceso a la 
información, participación política y/o acceso a la justicia. 

▪ El Acuerdo obliga al Perú a garantizar estos derechos en su 
legislación nacional, que ya incluye el acceso al sistema 
interamericano.

▪ El Sistema Interamericano es complementario a la justicia 
nacional, sólo se acude a él agotados los recursos internos 
que el Acuerdo obliga a fortalecer. 



▪ La jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia es 
opcional.

▪ Si se pacta, recordemos: la obligación que el Perú asume 
con el Acuerdo es asegurar, mediante legislación, que se 
garanticen tres derechos fundamentales que nuestro 
ordenamiento reconoce. 

▪ Esta es la obligación que otros estados podrían reclamarnos 
cumplir (“la ley peruana no garantiza el acceso a la 
información de la forma que el Acuerdo requiere”).  NO la 
viabilidad de un proyecto específico.

▪ El Perú acepta la jurisdicción de la CIJ, fuera del marco de 
Escazú, desde 2003. Es posible que hoy mismo nos 
demanden ante la CIJ por daños transfronterizos. El Acuerdo 
no cambia esta realidad. 



LO QUE EL ACUERDO SÍ HACE

▪ La información ambiental y de inversiones del Estado está dispersa y es de difícil 
acceso. 

▪ El Acuerdo permitiría centralizar la información para permitir que sea accesada
por la ciudadanía. 

▪ Una vez accesada, la ciudadanía podrá presentar observaciones que el Estado 
debe absolver antes de tomar una decision.

▪ Si existe un problema, los ciudadanos pueden reclamar ante el Poder Judicial que 
se cumplan los requisitos de la ley.

▪ Todo esto ya es parte del espíritu de nuestras leyes. Lo que el Acuerdo pide es que 
se cumpla garantizando mínimos niveles de eficacia
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UNA NUEVA RELACIÓN 
INVERSIÓN-CIUDADANO
▪ La debilidad institucional es parte de las expectativas de la inversión en el Perú. 

Esto explica en buena parte la dinámica de nuestros conflictos socio-ambientales.

▪ El Acuerdo obliga al Perú a implementar plenamente su legislación en materia de:

▪ Acceso a información

▪ Participación ciudadana

▪ Acceso a la justicia

▪ La actual pandemia ha demostrado que lo que el Perú busca es empoderamiento
ciudadano y fortalecimiento institucional.

▪ Ratificar el Acuerdo es parte de ese pedido ciudadano. 
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